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1. Norma revisada 
 

“DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL 

DECRETO LEY 891 DE 2017  

28 MAY 2017 

 

"Por el cual se adiciona un parágrafo al artículo 190 de la Ley 1448 de 2011 en lo relacionado con el proceso 

de restitución de los derechos de los niños, niñas y adolescentes a cargo del lCBF, desvinculados de las FARC-

EP en virtud del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 

Duradera"  
 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
En ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 2 del Acto Legislativo 1 de 2016 "Por medio del cual se 

establecen instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y desarrollo normativo del 

Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz estable y duradera", y 

 

CONSIDERANDO 

1. Consideraciones generales: 

 

Que con el fin de cumplir el mandato constitucional previsto en el artículo 22 de la Constitución Política, el cual 

señala que la paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento, el 24 de noviembre de 2017 el Gobierno 

Nacional suscribió con el grupo armado FARC-EP el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 

Construcción de una Paz Estable y Duradera (en adelante el Acuerdo Final).  

 

Que la suscripción del Acuerdo Final dio apertura a un proceso amplio e inclusivo de justicia transicional en 

Colombia, enfocado principalmente en los derechos de las víctimas del conflicto armado y que, como parte 

esencial de ese proceso, el Gobierno Nacional está en la obligación de implementar los puntos del Acuerdo Final.  

 

Que con el propósito anterior, el Acto Legislativo 01 de 2016 confirió al Presidente de la República una 

habilitación legislativa extraordinaria y excepcional para expedir decretos con fuerza material de ley.  

 

Que la Corte Constitucional, mediante las sentencias C-699 de 2016, y C-160 Y C-174 de 2017, definió los 

criterios de validez constitucional que deben cumplir los decretos leyes, los cuales son obligatorios, dada su 

trascendencia e importancia para el Estado Social de Derecho. 

 

Que el contenido del presente Decreto Ley tiene una naturaleza instrumental, pues tiene por objeto facilitar y 

asegurar la implementación y desarrollo normativo del punto 3.2.2.5 del Acuerdo Final. 

 
2.Requisitos formales de validez constitucional:  

 

Que el presente decreto se expidió dentro del término de los 180 días posteriores a la entrada en vigencia del 

Acto Legislativo 01 de 2016 que, según el artículo 5 de ese mismo Acto Legislativo, es a partir de la refrendación 

popular, la cual se llevó a cabo por el Congreso de la República mediante decisión política de refrendación el 30 

de noviembre de 2017.  

 

Que esta norma está suscrita, en cumplimiento del artículo 115, inciso 3, de la Constitución Política, por el 

Presidente de la República y el director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. Que el título 

de este Decreto Ley, por mandato del artículo 169 de la Constitución Política, corresponde precisamente a su 

contenido.  
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Que como parte de los requisitos formales trazados por la jurisprudencia constitucional, la presente normativa 

cuenta con una motivación adecuada y suficiente, en el siguiente sentido:  

 

3. Requisitos materiales de validez constitucional:  

 

Que en cumplimiento del requisito de conexidad objetiva, el presente Decreto Ley (i) tiene un vínculo cierto y 

verificable entre su materia y articulado y el contenido del Acuerdo Final; (ii) sirve para facilitar y asegurar la 

implementación y el desarrollo normativo del Acuerdo y (iii) no regula aspectos diferentes, ni rebasa el ámbito 

de aquellos asuntos imprescindibles para el proceso de implementación del Acuerdo.  

 

Que el Acuerdo Final desarrolla seis ejes temáticos relacionados con los siguientes temas i) Reforma Rural 

Integral; ii) Participación Política: Apertura democrática para construir la paz; iii) Fin del Conflicto; iv) Solución 

al Problema de las Drogas Ilícitas; v) Acuerdo sobre las Víctimas del Conflicto; y vi) Mecanismos de 

implementación y verificación del cumplimiento del acuerdo. 

 

Que el Acuerdo Final establece en el punto 3.2.2.5 que los menores de edad que hayan salido de los 

campamentos de las FARC- EP desde el inicio de las conversaciones de paz, así como los que salgan hasta la 

finalización del proceso de dejación de armas, serán objeto de medidas de especial atención que incluirán los 

principios orientadores para garantizar la restitución de sus derechos con enfoque diferencial, priorizándose su 

acceso a la salud ya la educación. 

 

Que el artículo 190 de la Ley 1448 de 2011, en concordancia con la Ley 1098 de 2006, prevé que la restitución 

de los derechos de los niños, niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento estará a cargo del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), y que una vez los menores de edad cumplan la mayoría de edad, 

podrán ingresar al proceso de reintegración social y económica que lidera la Agencia Colombiana para la 

Reintegración de Personas y Grupos Alzados en Armas y a otros programas que se acuerden en el marco de un 

proceso de paz.  

 

Que el artículo 190 de la Ley 1448 de 2011 fue modificado por el Decreto Ley 671 de 2017, en lo relacionado 

con la certificación de desvinculación de menores de edad en el marco de los acuerdos de paz, con el propósito 

de eliminar barreras que dificulten el ingreso de los menores de edad a los programas de reincorporación 

ofrecidos por el Estado.  

 

Que en el marco de la desvinculación de niños, niñas y adolescentes en virtud del Acuerdo Final para la 

Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, y en aplicación del artículo 5° de la 

Ley 1448 de 2011 así como del parágrafo 1 ° del artículo 3° de la Ley 1098 de 2006, en caso de duda sobre la 

edad de una persona ésta se presume menor.  

 

Que conforme a esta presunción, se inicia la atención que el lCBF brinda para los niños, niñas y adolescentes, 

en el marco de la atención especializada prevista para el efecto en los lineamientos técnico administrativos 

aplicables.  

 

Que teniendo en cuenta que se han presentado casos en los que se desvirtúa la presunción antes señalada, en 

razón a que luego de la desvinculación se acredita que la persona es mayor de edad por la verificación que 

realiza la Registraduría Nacional del Estado Civil u otro agente del Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNBF), 

se hace necesario plantear la ruta a seguir para su atención.  

 

Que para el desarrollo de este eje, el presente Decreto Ley dispone que cuando en el curso de desvinculación 

de menores de edad el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar compruebe su mayoría de edad, estas 

personas podrán permanecer en los lugares transitorios de acogida hasta que se vinculen a la oferta institucional 

correspondiente.  

 

Que en virtud de lo anterior, existe un vínculo cierto y verificable entre el contenido del Acuerdo Final y la materia 

del presente Decreto Ley, pues este se circunscribe a expedir las disposiciones necesarias e imprescindibles para 

la implementación del punto 3.2.2.5 del Acuerdo Final.  

 

Que en cumplimiento del requisito de conexidad estricta o juicio de finalidad, el presente Decreto Ley responde 

en forma precisa al punto al punto 3.2.2.5 del Acuerdo Final, pues establece que los menores de edad que hayan 

salido de los campamentos de las FARC-EP, desde el inicio de las conversaciones de paz, así como los que salgan 

hasta la finalización del proceso de la dejación de armas, serán objeto de medidas de especial atención y 

protección.  

 

Que de conformidad con lo anterior, el presente Decreto Ley no desconoce la conexidad estricta, pues no regula 

materias genéricas del Acuerdo Final, en tanto busca solo facilitar y asegurar la implementación de un punto 
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específico del mismo. En este sentido, es claro que existe un vínculo específico entre el contenido de este Decreto 

y el punto 3.2.2.5 del Acuerdo Final.  

 

Que el presente Decreto Ley tiene un grado de estrecha proximidad entre la materia objeto de regulación y el 

punto 3.2.2.5 del Acuerdo Final, de manera que la misma es un desarrollo propio del Acuerdo y existe una 

relación entre la medida que se adopta y el Acuerdo que no es incidental ni indirecta.  

 

Que esto es así porque está íntimamente relacionado con los menores de edad que, de conformidad con el 

numeral 3.2.2.5 del Acuerdo Final de paz, hayan salido de los campamentos de las FARC- EP desde el inicio de 

las conversaciones de paz, así como los que salgan hasta la finalización del proceso de dejación de armas.  

 

Que en cumplimiento del requisito de necesidad estricta, el presente Decreto Ley regula materias para las cuales 

ni el trámite legislativo ordinario ni el procedimiento legislativo especial para la paz son idóneos, por cuanto el 

mismo tiene un carácter urgente e imperioso en la medida en que no es objetivamente posible tramitar el asunto 

a través de los canales deliberativos ordinario o de Fast Track. 

 
Que la restitución de los derechos de los niños, niñas y adolescentes desvinculados de las FARC-EP en virtud del 

Acuerdo Final, es un proceso que inició en el mes de marzo de 2017.  

 

Que el proceso de restablecimiento de derechos a cargo del ICBF es de tracto sucesivo, pues es la gestión de la 

autoridad administrativa la que permite adelantar los trámites de plena identificación y determinación de la edad 

de cada persona desvinculada, y en virtud de ese hito, el ICBF puede iniciar la restitución de otros derechos.  

 

Que tras la comprobación de la mayoría de edad de una persona inicialmente desvinculada, el ICBF acompaña 

su tránsito a la oferta vigente de reintegración social y económica para las personas o grupos armados al margen 

de la ley que se desmovilicen voluntariamente.  

 

Que en el marco del Acuerdo Final se convino la creación del Consejo Nacional de la Reincorporación (CNR), y 

según lo dispuesto en el artículo 1°. del Decreto 2027 del 7 de diciembre de 2016, aquel tiene la función de 

definir las actividades, establecer el cronograma y adelantar el seguimiento del proceso de reincorporación de 

los integrantes de las FARC-EP a la vida legal, en lo económico, lo social y lo político, según sus intereses.  

 

Que en comunicado 001 del 25 de enero de 2017, el Consejo Nacional de Reincorporación (CNR), en seguimiento 

a las medidas definidas en el punto 3.2.2.5 del Acuerdo Final, informó la definición de los principales lineamientos 

del programa "Camino diferencial de vida: una estrategia integral para la atención y consolidación de los 

proyectos de vida de los niños, niñas y adolescentes que salen de las FARC-EP", que prevé las siguientes fases: 

restablecimiento de derechos, reparación y reincorporación e inclusión social. 

 

Que mientras se implementa el Programa de Reincorporación Económica y Social para los integrantes de las 

FARC-E, se hace estrictamente necesario acudir a la vía más expedita para asegurar que las personas 

desvinculadas cuya mayoría de edad sea comprobada puedan permanecer en los lugares transitorios de acogida 

hasta cuando se vinculen a dicho programa.  

 

Que el presente Decreto Ley no regula asuntos que por su naturaleza requieren la mayor discusión democrática 

posible, y que por lo mismo están sometidos a reserva estricta de ley. 

 

Que este Decreto Ley sirve de medio para la implementación del Acuerdo respecto de aquellos asuntos 

eminentemente instrumentales, por cuanto habilita la creación de una ruta de atención para los menores de 

edad desvinculados.  

 

Que la presente regulación no versa sobre asuntos expresamente excluidos por el Acto Legislativo, es decir, 

actos legislativos, leyes estatutarias, leyes orgánicas, leyes códigos, leyes que requieren mayoría calificada o 

absoluta para su aprobación, decretar impuestos, o temas de reserva legal.  

 

Que en consideración a lo anterior,  

 

DECRETA 

 
Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo transitorio al artículo 190 de la Ley 1448 de 2011, el cual quedará así: 

 
"Parágrafo transitorio. Cuando en el curso de la desvinculación de menores de edad que se dé en desarrollo 

del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar compruebe su mayoría de edad con fundamento en la verificación realizada 

por la Registraduría Nacional del Estado Civil u otro agente del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, estas 
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personas podrán permanecer en los lugares transitorios de acogida hasta cuando se vinculen a la oferta 

institucional dispuesta para ellas, de conformidad con el Programa Camino Diferencial de Vida.  

 

Para este efecto, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ajustará los lineamientos técnicos y los estándares 

correspondientes que apoyen la implementación del Programa Camino Diferencial de Vida, liderado por la 

Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, bajo los lineamientos del Consejo Nacional de 

Reincorporación (CNR)." 

 
Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.  
 
PUBLÌQUESE y CÚMPLASE…” 

 
2. Decisión  
 
DECLARAR EXEQUIBLE  el Decreto Ley 891 del 28 de mayo de 2017 “Por el cual se 
adiciona un parágrafo al artículo 190 de la Ley 1448 de 2011 en lo relacionado con el proceso 
de restitución de los derechos de los niños, niñas y adolescentes a cargo del ICBF, 
desvinculados de las FARC-EP en virtud del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
y la Construcción de una Paz Estable y Duradera”.. 
 
3 Síntesis de la providencia  
 
La Corte Constitucional corroboró que el Decreto Ley 891 de 2017 cumplió con los requisitos 
formales y materiales necesarios para que una norma expedida por el Presidente de la 
República en virtud de sus especiales competencias en el contexto del Acuerdo de Paz, sea 
acorde a la Constitución. Así, se comprobó que se reunieron los requisitos formales de que 
el decreto ley se expidiera con la firma del Presidente de la República y de los Directores de 
los Departamentos Administrativos de la Presidencia de la República y para la Prosperidad 
Social, dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigencia del Acto Legislativo N° 01 
de 2016; igualmente se constató que el título correspondiera con el contenido del decreto 
ley y que este último estuviera suficientemente motivado. 
 
De otra parte, la Corte advirtió que el Decreto Ley 891 de 2017 satisface también los 
requisitos materiales de expedición, como son la conexidad objetiva, relacionada con los 
vínculos genéricos que deben existir entre las medidas del decreto ley y lo pactado en el 
Acuerdo Final, que en este caso se cumple y tiene que ver con la realización del punto 
3.2.2.5. sobre “Reincorporación para los menores de edad que han salido de los 
campamentos de las FARC-EP”. 
 
Se encontró igualmente satisfecho el requisito de conexidad estricta, que refiere a los 
vínculos específicos y directos entre el decreto ley y un aspecto definido y cierto del Acuerdo 
Final, que se dispone en dos niveles: en el nivel externo de conexidad, cumplido por la 
relación y despliegue normativo del punto 3.2.2.5. del Acuerdo de Paz; y en el nivel interno 
de conexidad, dispuesto y satisfecho desde las motivaciones específicas del Decreto Ley 891 
de 2017 y su articulado, relacionadas con la permanencia en los lugares transitorios de 
acogida de aquellas personas a quienes, en el curso de la desmovilización de menores, se 
les desvirtúe su presunción de menor de edad, hasta cuando se vinculen a la oferta 
institucional que les corresponda. 
 
En cuanto a la conexidad suficiente, relacionada con el grado de estrecha y específica 
proximidad existente entre el decreto ley y el contenido preciso del Acuerdo Final, se 
materializó en dos aspectos: en el decreto ley como desarrollo del punto 3.2.2.5. del Acuerdo 
Final; como instrumento normativo indispensable para fijar una ruta de acción para 
implementar programas de tienen como fin garantizar y reparar derechos fundamentales en 
el marco de la desvinculación de integrantes de las FARC-EP cuya presunción de minoría de 
edad sea desvirtuada. 
 
También la Sala constató el cumplimiento de la necesidad estricta, poniendo de presente 
que el trámite legislativo ordinario y el procedimiento legislativo especial no son idóneos 
para regular la materia del decreto ley. Así, se evidenció que el decreto ley es de naturaleza 
instrumental y se circunscribe a fijar una línea de acción para implementar programas 
orientados a la garantía y reparación de las personas a quienes se les desvirtúe la presunción 
de minoría de edad dentro del curso de su desvinculación en el desarrollo del Acuerdo Final, 
sin que se adopten las formas de regulación excluidas por el artículo 2° del Acto Legislativo 
01 de 2016. 
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En cuanto al contenido material específico de las disposiciones del Decreto Ley 891 de 2017, 
la Corte encontró que las normas analizadas no contravienen los parámetros 
constitucionales. Así, para la Sala la medida contenida en el artículo 1º responde de forma 
adecuada a la búsqueda de la reintegración social de las personas desmovilizadas de los 
grupos al margen de la ley, como elemento esencial para la consecución de la paz y las 
garantías de no repetición a cargo del Estado. La norma no desconoce el orden 
constitucional vigente, comprendidas las normas que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad; por el contrario, al propender por la garantía de los derechos de quienes 
siendo menores fueron reclutados y posteriormente, en el marco de la desmovilización, 
alcanzaron la mayoría de edad, pero conservando su condición de víctimas, se compagina 
con la garantía de protección y restitución de los derechos del menor y de las víctimas del 
reclutamiento forzado, de acuerdo con el artículo 44 de la Constitución que consagra el 
derecho a ser protegidos contra toda forma de violencia física o moral y el artículo 93, 
ejusdem, en atención a los compromisos de respetar los derechos de las víctimas a la 
verdad, a la justicia, a la reparación y a la garantía de no repetición. 
 
Igualmente, se encontró que la decisión acerca de la permanencia en los lugares transitorios 
de acogida de las personas a las que se refiere el decreto ley no coarta la posibilidad de que 
manifiesten su opinión respecto a su permanencia en dichos sitios, ya que el artículo 1° 
dispone que estas “podrán permanecer en los lugares transitorios de acogida”, lo cual 
denota no solo la autorización para continuar allí, sino que alude a la capacidad legal de 
autodeterminación de las personas mayores de edad, permitiendo la posibilidad de que 
estas puedan seguir si esa es su voluntad, en el marco de lo previsto en el mismo artículo. 
De esta manera, se garantizan los derechos a la libertad de las personas mayores de edad 
y el libre desarrollo de la personalidad (art. 16 superior) de quienes por su edad, madurez 
y situación particular ya no pueden en principio estar bajo la custodia del Estado. 
 
Advirtió la Corte que el decreto ley es específico para la situación del personal desmovilizado 
de las FARC-EP que se les compruebe su mayoría de edad, lo que no es óbice para que 
puedan expedirse diferentes decretos destinados a otros grupos alzados en armas en 
proceso de desmovilización, para ser beneficiarios de esta medida. 
 
Por otra parte, la Sala aclaró que debe tenerse en cuenta el enfoque diferencial al momento 
de dar aplicación a las medidas de restitución de derechos de los destinatarios de la norma, 
debiéndose ajustar dicho proceso de acuerdo a los valores tradicionales o ancestrales de 
aquellos, preservando su identidad cultural, tal y como lo acoge el considerando N° 12 del 
decreto ley al incluir como principio orientador el “enfoque diferencial, priorizando su acceso 
a la salud y a la educación”. 
 
Finalmente, la Corte puso de presente la relevancia de la implementación efectiva del 
programa Camino Diferencial de Vida, para lo cual las entidades comprometidas deben 
expedir las regulaciones necesarias y disponer de los recursos indispensables para que el 
propósito de la norma se cumpla. En ese orden, el Gobierno Nacional debe asegurar que las 
entidades a quienes se confía el diseño y la aplicación del programa se articulen de tal 
manera que los procedimientos sean públicos, adecuados y efectivos, evitando que se 
generen dilaciones por falta de comunicación y coordinación institucional, que podría 
repercutir en una revictimización de los destinatarios de la medida. 
 
4. Aclaraciones de voto 
 
Los magistrados Diana Fajardo Rivera, Alejandro Linares Cantillo, Antonio José 
Lizarazo Ocampo, Cristina Pardo Schlesinger y Alberto Rojas Ríos, manifestaron 
que aclaran el voto respecto de las consideraciones que se efectúan en lo relacionado con 
el juicio de necesidad estricta. 
 

 

I.  EXPEDIENTE D-11777-SENTENCIA C-542/17  (Agosto 24) 

M.P. Iván Escrucería Mayolo 

 

 
1. Norma demandada 

 

“LEY 1727 DE 2014 
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(julio 11) 

 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

 

“Por medio de la cual se reforma el Código de Comercio, se fijan normas para el fortalecimiento de la 

gobernabilidad y el funcionamiento de las Cámaras de Comercio y se dictan otras disposiciones 

 

ARTÍCULO 16. DEBERES DE LOS AFILIADOS. Los afiliados a las Cámaras de Comercio deberán: 

 

1. Cumplir con el reglamento interno aprobado por la Cámara de Comercio. 

2. Pagar oportunamente la cuota de afiliación o su renovación. 

3. Actuar de conformidad con la moral y las buenas costumbres. 

4. Denunciar cualquier hecho que afecte a la Cámara de Comercio o que atente contra sus procesos electorales. 

 
2. Decisión  
 
PRIMERO.- INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo respecto de la demanda  
contra el numeral 3o del artículo 16 de la Ley 1727 de 2014, por ineptitud sustantiva de la 
demanda. 
 
 Síntesis de la providencia  
 
La Corte Constitucional debía resolver una demanda ciudadana contra el numeral 3º del 
artículo 16 de la Ley 1727 de 2014, según la cual la expresión “actuar de conformidad con 
la moral y las buenas costumbres” infringe abiertamente el Preámbulo y los artículos 1º, 6º, 
16 y 29 de la Constitución porque no describe de manera precisa cuáles son las conductas 
que al ser realizadas por el afiliado a la cámara de comercio atentarían contra la moral y las 
buenas costumbres, por lo que según el actor, la norma es vaga y abstracta. 
 
La Corte encontró que las acusaciones presentadas carecen de especificidad y suficiencia, 
toda vez que los cargos aparecen indeterminados y globales no se expone la contradicción 
directa de la expresión objeto de demanda y la Constitución; además el actor no logra 
edificar el argumento suficiente para efectuar el juicio de constitucionalidad que pretende 
pues los mismos no tuvieron la capacidad de suscitar una duda mínima sobre la transgresión 
de la expresión acusada a la constitución. 
 
En consecuencia, la Corporación consideró la ineptitud de los cargos de la demanda que 
obligan a un pronunciamiento inhibitorio. 

 
 
 
 
 
 
 
 

LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ 
Presidente  

 

 

 


